Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 7 minutos.) 


- La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios tiene mucho gusto de 
recibir a los representantes del Ministerio de Industria, Energía y Minería, para analizar el Registro 
Nacional de Industrializadores y Comercializadores de Metales. 


Este proyecto de ley está en Comisión hace aproximadamente seis meses. Varias veces 
intentamos tener este encuentro pero siempre surgieron algunas dificultades, tanto nuestras como del 
Ministerio, por lo que hoy esperamos poder tratarlo y avanzar lo máximo posible. 


SEÑOR HEIJO.- Soy funcionario de la Dirección Nacional de Industrias. Los señores Senadores tienen 
a estudio el proyecto y habrán percibido que se trata de un sistema de control en los procesos 
industriales que se hacen con la chatarra, en los procesos comerciales y de movimiento de esos 
materiales en el país. Está orientado a dotar al Poder Ejecutivo de herramientas para controlar estas 
actividades, con el objetivo de aumentar la capacidad de reprimir el robo de materiales de cobre y 
aluminio, que se usan en las instalaciones de transmisión telefónica y de energía. 


Este proyecto surgió a raíz de una experiencia de control que se ha desarrollado en el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería. A su vez, hay un decreto del Poder Ejecutivo basado en la 
ley de prohibición de exportación de chatarra. A propósito, el ingeniero Vieira -que me acompaña hoy- 
estuvo a cargo de esa operación, donde se controlaban todos los embarques de exportación y se 
verificaba que su origen fuera legal. Como consecuencia, se detectó que en esos procesos de 
exportación estaban incluidos materiales de origen dudoso y por eso se remitió al Parlamento este 
proyecto de ley. 


SEÑOR VIEIRA.- Buenas tardes a todos. 


Simplemente, quiero complementar lo que ha dicho el ingeniero Heijo, reafirmando lo que 
trasmitía en referencia a las actividades que realizó, puntualmente, la Dirección Nacional de Industrias 
del Ministerio de Industria, Energía y Minería, en cuanto al control de las exportaciones de cobre, que 
se realizó en el segundo semestre del año 2007, todo el año 2008 y primera mitad del 2009. 


En esa oportunidad, lo que hicimos fue formar un equipo de inspectores que trabajó a partir 
de la Dirección Nacional de Industrias fiscalizando el 100% de lo que se exportaba de cobre. 


Como conclusiones -más adelante, si los señores Senadores lo creen conveniente, podemos 
profundizar en alguna de ellas-, puedo decir que se logró, según palabras de integrantes de las 
empresas intermediarias que trabajan con cobre y expresiones de los referentes de los organismos 
implicados, controlar en cierta forma el mercado legal, conocido, del cobre. O sea que se encontró 
material perteneciente a UTE y a Antel, fundamentalmente, y también algo de OSE, lográndose 
“limpiar”, en cierta forma, todo ese material de la vía legal, por decirlo así. 


Estas actividades hicieron que en el año 2008 se inspeccionara el 100% de las exportaciones 
de cobre; estoy hablando de 1.600 toneladas. De esas 1.600 toneladas, únicamente el 3% 
correspondía a cables de cobre, mientras que el resto eran todos derivados de cobre con componentes 
como bronce, latón, artículos equis, radiadores, etcétera; si los señores Senadores quieren, más 
adelante podemos profundizar en el tema. 


Cuando hablamos de las exportaciones, siempre hay que considerar que un entorno del 3% 
o el 4% es, puntualmente, de cable de cobre, siendo el resto todo el material que está incluido dentro 
de esa nomenclatura y que no hace referencia específicamente a cables de cobre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero abrir una instancia de diálogo de carácter general para después 
introducirnos en la consideración de cada uno de los artículos. 


SEÑOR ABREU.- Antes que nada, quiero agradecer la presencia de nuestros invitados. 


En cuanto al hierro existe un decreto que prohíbe la exportación de la chatarra; estamos 
hablando de un insumo de proceso industrial dentro del Uruguay. El problema, ahora -creo no estar 
equivocado-, es el registro que se quiere hacer de los exportadores de cobre para que en la 
exportación se pueda rescatar, de alguna forma, los porcentajes de ese volumen que sean ilegales o 
de origen ilegal, para que las empresas tengan la trazabilidad a los efectos de la compra de los 
insumos para la exportación. Esto simplemente limitaría o daría transparencia a la exportación del 
componente cobre y también -creo- del aluminio. 


Otro problema, asimismo, es el mercado interno, de lo que no hay registro, por lo que no 
sabemos cuánto se vuelca en él -ni en el mercado externo- de la totalidad de lo que se hurta. 


Este es un tema muy vinculado, según tengo entendido, a la pasta base. El hurto de los 
cables de cobre se realiza porque es lo más cercano, lo más a mano que tiene mucha gente -y 
conozco muchos de estos casos-, que luego es procesada, precisamente, por hurtar el cobre, ya que lo 
venden rápidamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el vínculo con la pasta base? 


SEÑOR ABREU.- Sacan el cobre del cable de UTE, o de donde fuere -que es el que está en el circuito- 
y roban las instalaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, pero no entiendo qué tiene que ver con la pasta base. 


SEÑOR ABREU..- Porque se comercializa rápidamente, y con ello se consiguen recursos para comprar 
las lágrimas de pasta base. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora entiendo. 
SEÑOR ABREU.- Conozco el tema, pues lo he visto en la realidad. 


El problema son los cursos de comercialización internos y externos, porque si todo fuera 
para la exportación se podría trabar esa actividad. El asunto es cómo funcionan internamente y qué 
efectividad puede tener una norma como esta porque, generalmente, las normas que restringen tanto 
no logran tener la eficiencia que se quiere. Estaba tratando de repasar un poco si este es el sistema 
que viene del hierro y ahora se trata de marcar los componentes de las exportaciones que tengan 
cobre y aluminio solo para el comercio exterior. 


SEÑOR HEIJO.- El proyecto de ley establece controles en el transporte y en la comercialización 
interna del material. Entonces, no abarca todo el problema porque el sistema de comercialización de 
estos materiales es como una pirámide: en la base están los hurgadores recolectores, hay acopiadores 
primarios, más o menos distribuidos por barrios y, luego, vienen los acopiadores principales que, a su 
vez, procesan y eventualmente exportan. Entonces, es difícil garantizar la trazabilidad del material 
cuando en la base, donde se origina todo esto, puede haber hurgadores recolectores, pero también 
ladrones que hurtan el material y que no son agentes económicos trazables. Deberíamos implementar 
alguna forma de trazar el material, incluso, con el ingeniero Vieira habíamos hablado de que se podía 
impedir la comercialización del cobre quemado y obligar a que el cobre sea entregado al procesador 
final con el aislante -que sí puede tener identificación-, por lo que podría ser detectado el material de 
origen ilegal. De todas maneras, siempre está presente el problema de que si no hacemos un sistema 
de trazado válido no podemos controlar lo que está en la base de la cadena de procesamiento de este 
material. Podemos reprimir en los eslabones intermedios y en la exportación, que es lo que la ley 
pretende, pero tenemos que tener en cuenta que quienes son naturalmente informales, como los 


hurgadores recolectores, siempre pueden derivar hacia otros canales informales su producto. 
Entonces, la efectividad de la ley va a tener cierto impacto sobre el problema, pero no va a ser 
definitivo, porque siempre vamos a tener algo que se nos escapa por otro lado. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero ratificar si entendí bien en cuanto a que el 3% de lo exportado 
corresponde a cobre que proviene de cables. ¿Es así? ¿Cómo hacen para identificarlo, para 
diferenciarlo del otro cable en el momento de la exportación? 


SEÑOR VIEIRA.- Voy a explicar las conclusiones que sacamos en el año 2008, cuando hicimos un 
control del cien por ciento del cobre exportado, es decir, de todo lo que entraba en la nomenclatura 
Mercosur como cable de cobre o componentes con cobre. 


En ese año se exportaron puntualmente 1.646 toneladas que fueron inspeccionadas en un 
cien por ciento por el Ministerio de Industria, Energía y Minería. De esas 1.646 toneladas, 587 
toneladas eran de chatarra de bronce, o sea, artículos de bronce, que es una aleación de cobre con 
estaño y otros metales, es decir, un 36%; un 13% fueron chatarra de cobre, es decir, 221 toneladas, y 
de cable de bobinado fue el 8%, es decir, 130 toneladas. Este cable, que se utiliza para el bobinado de 
motores eléctricos, es muy sencillo de identificar porque está enhebrado, en cierta forma trabajado, y 
no tiene cobertura plástica, sino un aislante que lo hace fácilmente reconocible. Quiere decir que no es 
un cable de procedencia dudosa. 


El cable de cobre había ingresado previamente en régimen de admisión temporaria y llegaba 
aun 4%, o sea, a 68 toneladas. Las empresas uruguayas que lo importan, lo trefilan -o sea, le reducen 
el diámetro- para elaborar, fundamentalmente, cables térmicos -que se utilizan, por ejemplo, para las 
losas radiantes-, algunas luego lo colocan en otros mercados, llegándose a exportar, en el año 2008, 
68 toneladas. 


Como ya comenté, un 3% corresponde a cable de cobre picado. Ese 3% equivale a las 52 
toneladas que UTE vendió por licitación a diferentes empresas del mercado con la condición de que 
adquirieran el cable y lo picaran -en ciertas condiciones que el Ente indicaba- para luego determinar, en 
base a lo que se vende y a lo que se picó, la cantidad que se puede exportar. De ahí surge ese 3% de 
cable de cobre exportado a que hacíamos referencia. En el año 2008 se permitió exportar cable de 
cobre únicamente en esas condiciones: picado y proveniente del Ente. 


Además, un 36% de los valores -que son 588 toneladas- corresponde a sulfato de cobre, que 
se produce a nivel nacional y se utiliza en la rama agrícola, en alimentación para animales, etcétera. 
Por sus características, el sulfato de cobre debe ser elaborado con cobre de alta pureza. En el año 
2008 pudimos comprobar que una parte de ese cobre de alta pureza provenía de líneas de Antel y de 
UTE; por lo tanto, se hicieron inspecciones y se separó el material que no era apropiado para este fin 
e, inclusive, la empresa tuvo que comenzar a importar materia prima -o sea, cables de cobre en 
desuso- para producir el sulfato de cobre y poder exportarlo. Quiere decir que en ese año logramos 
controlar -así le llamamos- el camino legal del cobre mediante esas inspecciones y los porcentajes 
arrojados son los que mencionamos, correspondiendo el 3% únicamente a cable de UTE. 


SEÑOR BORDABERRY.- Supongo que la intención de este proyecto de ley es, principalmente, evitar 
el robo de cables estatales, o sea, de UTE y Antel. Si el porcentaje total de exportación parece no ser 
muy relevante, entonces ¿por qué iríamos a establecer una cantidad de trabas respecto de otros que 
no tienen esa procedencia? Estamos hablando de una cifra del 3% -que es la cantidad que está 
autorizada-, entonces, es más que lógico que a uno le asalte la duda en cuanto a establecer todo un 
régimen para algo que parecería ser menor, salvo que dentro de los otros casos se encuentre el 
cobre... 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Quería aclarar que, aparentemente, buena parte del sulfato de cobre estaría 
fabricado a partir de cable robado. 


SEÑOR VIEIRA.- Eso fue lo que constatamos. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Recuerdo que hace aproximadamente treinta años, cuando trabajaba en ANCAP, 
a veces las válvulas no cerraban, entonces las abríamos y veíamos que habían robado los asientos de 
cobre. 


SEÑOR VIEIRA.- En respuesta a lo consultado por lo señores Senadores, podemos identificar a nivel 
nacional lo que hemos dado en llamar “La ruta del cobre”, desde que el cobre está en el ornato público, 
dentro de una casa, en cables del tendido eléctrico o telefónico, hasta que eso se exporta. Pudimos 
apreciar -respondo la pregunta del señor Senador Bordaberry- que en la primera parte del proceso, 
cuando se obtiene esa materia prima -llamémosle así-, hay decenas de miles de personas interesadas 
en ese negocio. Se trata de aquellas personas que van a los puntos barriales que compran artículos de 
cobre. ¿Por qué eso es un negocio? Porque si se va con uno o dos kilos de chatarra de cobre a esos 
lugares -hoy en día tiene un valor que está en el entorno de los $ 100- se puede salir con $ 200 
contantes y sonantes. Ese es el motivo por el cual esto se produce. Insisto, en todos los barrios hay 
determinados lugares donde se puede ir con un kilo de cobre -ya sea artefactos o implementos de 
cobre, el pedazo de un motor o cables de equis procedencia- y salir con dinero contante y sonante. 
Hemos estado en esos lugares y realmente manejan diariamente sumas muy importantes. Se 
presentan desde decenas hasta cientos de personas a llevar su mercadería. Ese es el primer nivel. 


Luego hay un segundo nivel que corresponde a los talleres y broncerías artísticas, que 
también están trabajando con este material y lo pueden comprar para producir bronce en sus 
aleaciones, así como productos de otras calidades, derivados de su mezcla. Ese es otro lugar donde 
se puede comprar cobre. 


En el tercer nivel, ubicamos a las fundiciones y depósitos más grandes que los barriales, 
donde ya desde los años 2008 y 2009 llegamos a contar en el entorno de 36 intermediarios. Ellos van 
circulando por depósitos pequeños y barriales, y van comprando chatarra de cobre en todas sus 
expresiones. Entonces, entre fundiciones y chatarra de cobre hay alrededor de 36 intermediarios. 


Si seguimos subiendo en la pirámide, todos estos intermediarios les venden a los agentes 
exportadores, que pueden ser dos, tres, cuatro o cinco, en función del año y de la facilidad con que 
ellos puedan obtener productos de cobre. 


Esos actores son los que participan en la cadena o en la ruta del cobre, y consideramos que 
tener la posibilidad de interactuar con todos ellos es lo que permitiría, a través de esta ley, controlar 
fundamentalmente las etapas menores o más bajas de la cadena, o sea cuando se comienza a 
conseguir esa materia prima y se la vende al comprador que está en el primer punto, que de alguna 
manera da el aliciente para que todo esto siga adelante. Por lo tanto, como primera etapa este 
proyecto de ley propone tener un registro de cada uno de estos vendedores, como segunda etapa 
propone tener un registro del traslado de la mercadería entre los diferentes puntos, desde que sale del 
barrio, pasa por el depósito intermedio, hasta llegar al depósito final. Ello permitiría tener un control de 
todo ese proceso. 


Reitero lo que decía al principio: cuando en el año 2008 tuvimos la oportunidad de controlar el 
100% de este canal legal, realmente se vieron muy buenos resultados. Estamos seguros de que en 
ese canal se logró controlar todo lo relativo al tema del cobre. 


SEÑOR HEIJO.- Creo que la consulta del señor Senador Bordaberry, en realidad estaba buscando otro 
tipo de respuesta. El señor Senador preguntaba cuál es la materialidad del problema y si eso justificaba 
una ley que, además, imponga controles. Es difícil establecer la materialidad. Cuando comenzamos a 
realizar los controles, el problema disminuyó, por lo menos donde era controlable. Hay que considerar 
que no solo la materialidad económica es la que está en juego. El problema comenzó a tomar volumen 
llegando a las instancias en que hoy está, pero además genera un problema serio para las personas 
que hurtan pues sufren accidentes que cobran vidas o causan daños serios y permanentes. Eso hay 
que tenerlo en cuenta al considerar el tema. 


SEÑOR ABREU.- Más allá de que lo que voy a preguntar tiene que ver con otra especialidad, quisiera 
saber si ustedes saben si las miles de personas que se ven en una primera instancia se manejan de 
forma independiente y autónoma o tienen alguna conexión con el crimen organizado. Quisiera saber si 


en esa ruta del cobre, la forma en que se hace el registro está simplemente relacionada con las 
toneladas de ese material. 


SEÑOR HEIJO.- Supongo que ese tipo de organización habría que buscarla a nivel de los acopiadores 
primarios. Nosotros no hemos detectado que haya una conexión organizativa o conspirativa entre los 
acopiadores primarios y los recolectores o quienes hurtan cables. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Soy de la idea de que los invitados realicen las consideraciones que 
entiendan, artículo por artículo. Además, quisiera preguntarle a los Senadores Abreu y Bordaberry si 
están en condiciones de votar hoy o quieren dejar esa instancia para otra reunión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Por mi parte, tendría que consultar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se realizarían los comentarios artículo por artículo y el tema se 
volvería a incluir en el Orden del Día. 


SEÑOR ABREU.- Luego voy a pedir alguna visita adicional. 


SEÑOR HEIJO.- El artículo 1% dice: “Créase el Registro Nacional de Industrializadores y 
Comercializadores de Metales, en el que deberán inscribirse las personas físicas y jurídicas cuya 
actividad principal o accesoria sea la industrialización, comercialización, importación, depósito o 
almacenamiento de desechos y/o desperdicios de productos con cobre o la exportación de productos 
con cobre. 


La reglamentación establecerá el plazo y condiciones para la inscripción en el registro creado.” Es decir 
que se abre la posibilidad de que a través de la reglamentación se fijen plazos y condiciones para la 
inscripción en el registro. El primer paso para establecer un sistema de control es que los operadores 
estén registrados e identificados y tengan una actividad legalmente constituida. 


SEÑOR BORDABERRY.- Supongo que cuando se habla de comercialización y de aquellas personas 
cuya actividad principal sea la comercialización, no se pretende registrar al comercializador primario. 
Quizás habría que aclarar eso. Supongo que quien realiza la primera venta en el barrio no estaría 
incluido. No sé si eso lo pensaron o les parece que debe estar inscripto. 


SEÑOR HEIJO.- Pienso que prácticamente no sería implementable un registro de ese tipo de actor. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que debería ser aclarado porque al no ser implementable no debería 
estar incluido y, tal como está redactado, parecería que sí. 


SEÑOR ABREU.- El artículo habla de personas físicas y jurídicas. Entonces, si uno puede ajustar el 
control puede haber extensiones hasta por la propia vinculación en el barrio de las personas físicas, 
que es un tema que me reservo para otro tipo de asesoramiento adicional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero a los invitados que tomen nota de las preocupaciones de los señores 
Senadores y, si es posible y necesario hacer alguna modificación de redacción, nos la envíen 
posteriormente. 


SEÑOR BORDABERRY.- Siendo así, habría que sustituir la palabra “comercialización” por “compra y 
venta”. 


SEÑOR HEIJO.- El artículo 2% dice: “El Registro funcionará en la órbita del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería y estará a cargo de la Unidad Ejecutora que este establezca, la que expedirá la 
correspondiente constancia de inscripción al interesado y a los demás organismos públicos que lo 
solicitaren”. Creo que este artículo no merece mayor comentario. 


El artículo 3% establece: “Tendrán acceso a dicho registro, en los términos y condiciones que 
establezca la reglamentación, el Ministerio del Interior, la Administración Nacional de Usinas y 
Transmisiones Eléctricas, la Administración Nacional de Telecomunicaciones, Obras Sanitarias del 
Estado y los Gobiernos Departamentales”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me permito sugerir que se considere la obligación de mantener reserva y 
confidencialidad acerca de esa información puesto que se trata de información comercial de quienes se 
inscriban y, por ende, puede ser utilizada por los competidores que acceden al mismo. Es decir, que el 
Ministerio del Interior, UTE, OSE, Antel y los Gobiernos Departamentales no pueden usar ni revelar a 
terceros la información a la que acceden. 


SEÑOR HEIJO.- El artículo 4? establece: “Las personas físicas o jurídicas que realicen actividades 
establecidas en el artículo 1% de la presente ley deberán registrar en la forma que la reglamentación 
establezca, las actividades que a continuación se indican: 


Compra, con la factura que la documente o mediante el procedimiento establecido en los artículos 7* y 
8* del Decreto-Ley N* 10.233, de 18 de setiembre de 1942; 


venta, en plaza o fuera de ella, mediante factura; 


transporte en el territorio nacional, a través de la respectiva Guía de Tránsito que expedirá la autoridad 
competente o el remito en caso de terceros ajenos a organismos públicos. 


La documentación referida en los tres literales precedentes deberá, en todos los casos, identificar 
el número de registro de las partes intervinientes en cada operación y deberá ser exhibida toda vez que 
le sea requerida por la autoridad de control”. En este artículo se concreta el sentido de crear el Registro 
para que los agentes que actúen en el transporte, compra o venta estén debidamente identificados al 
momento de que se realice el control de esas actividades. 


En el caso de la compra, debe haber una factura que la documente donde se va a establecer 
los actores intervinientes, y en el transporte deberá existir una Guía de Tránsito que va a expedir la 
autoridad competente. 


SEÑOR BORDABERRY.- En el literal a) el adquirente debe facturar la compra, en este caso no es el 
vendedor quien debe expedir la factura. ¿Esto es así? Porque los artículos 7* y 8% del Decreto-Ley N* 
10.233 refiere a la identificación del vendedor, que -obviamente- es lo que se busca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero también del comprador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sí, obviamente, pero si observamos la segunda hipótesis del literal a) vemos 
que no se identifica al comprador, sino al vendedor. En realidad, estamos pidiendo una factura de 
compra a cargo de la empresa que adquiere el material, quien debe tomar los datos de esa persona 
que la vende o dejar constancia de su número de cédula, nombre, etcétera. Me pregunto si no 
alcanzaría con que se manejara solamente la segunda hipótesis planteada, que es lo que se está 
buscando en este momento. Supongo que si el día de mañana llega una inspección se le preguntará a 
la persona quién le vendió todo el cobre, por lo que deberá exhibir la información relativa al vendedor. 
No sé si interpreto correctamente el propósito de esto. 


SEÑOR HEIJO.- La factura de venta sería a los mismos efectos, es decir, aquí el artículo dice que se 
registre la compra, pero una factura de venta también la registra. Entonces, la factura debe tener la 
información necesaria como para hacer esos controles. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera cerciorarme de que entiendo el mecanismo que se plantea. 
Supongamos que una persona anda recorriendo el barrio, consigue cobre -suponemos que de forma 
lícita- y se presenta a una de estas empresas registradas ofreciéndole venderle el cobre. Con este 
proyecto de ley se busca que la empresa que adquiere el cobre identifique a quien se lo vendió porque, 


obviamente, si después la UTE dice que ese cobre le ha sido robado, se podrá identificar a la persona 
que lo robó. En este primer eslabón, esa persona que recorre el barrio y consigue el cobre no está 
registrada en ningún lado. A mi juicio, el acceso al sistema registral regulatorio es mediante una factura 
de compra, es decir, el registrado tiene que expedir una factura de compra. Por ejemplo, el ingeniero 
Heijo me vende 10 kilos de cobre y factura con su número de cédula de identidad o, de lo contrario, 
debe dejar constancia -según los artículos 7% y 8% del Decreto-Ley N* 10.233- con su cédula de 
identidad, la credencial cívica o con un formulario en el que se especifique la naturaleza del objeto 
adquirido. A mí me parece más sensato no cargar al sistema registral con una factura de compra, 
porque en definitiva ese IVA no se descuenta -porque es claro que no se le va a cargar IVA-, haciendo 
por ejemplo un formulario como el previsto en el Decreto-Ley N* 10.233 identificando fehacientemente 
quién es el vendedor. En realidad, están las dos opciones, pero creo que ésta sería una manera de 
simplificar el mecanismo. 


Aclaro que este es simplemente un comentario para que sea tenido en cuenta y podamos 
analizar este punto cuando vengan nuevamente los invitados. 


Por otro lado, en el literal c) se habla de una Guía de Tránsito que expedirá la autoridad 
competente, sin especificar cuál es esta última. Normalmente, las guías de tránsito de ganado son 
expedidas por la Policía, pero en realidad son de Dicose, es decir, de la División Contralor de 
Semovientes. Entonces, sería bueno imaginar cómo se haría la expedición de esa guía, porque todos 
sabemos los problemas que normalmente se suscitan para expedir las guías de tránsito, pues hay que 
ir, conseguirlas, sellarlas, ubicar al funcionario, etcétera. Creo que sería bueno identificar un poco más 
quién expide dicha guía y cómo sería el mecanismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que las preocupaciones del señor Senador Bordaberry son muy 
atinadas. Supongo que los ingenieros tomarán nota, analizarán y estudiarán el tema, por lo que luego 
tendremos una respuesta. 


SEÑOR HEIJO.- Quiero agradecer al señor Senador Bordaberry su aporte y además señalar que en el 
literal a) realmente se están considerando los dos problemas al mismo tiempo -tal vez se tendría que 
separar en dos literales- porque se está considerando la problemática en la cual el vendedor es un 
informal y, por lo tanto, no puede emitir factura, o no vale de nada que la emita porque no sería un 
documento hábil para el control, en cuyo caso operaría lo que está después de la “o” ; y para el caso 
de otras transacciones operaría una factura de venta que lo registre. 


SEÑOR ABREU.- Desde el punto de vista comercial e industrial está claro que esto va a ser una 
trazabilidad donde el nudo gordiano va a ser, precisamente, el acto de la exportación, porque se tiene 
que expedir un certificado de origen. El certificado de origen tiene que decir qué componentes tiene y la 
trazabilidad. 


Podría acompañar este proyecto de ley en cuanto a la restricción, pero me preocupa cuál es 
el porcentaje del mercado interno en el mercado externo porque cuando uno comienza a hacer 
limitaciones de esta naturaleza -sin perjuicio de compartirlas- lo que generalmente existe es una 
presión sobre la informalidad o sobre los canales laterales, que después terminan siendo más 
importantes que la propia vía de exportación. Ese es un tema porque más allá de todo el Registro, si en 
la primera compra ya se tiene que extender una factura, lo primero que hace el que comercializa 
clandestinamente -o el que estaba antes en la cadena de la exportación- es quedarse en una cadena 
interna y no expedir nada. Se podría decir que hay una tendencia a la informalidad que en muchos 
casos puede llegar a la ilegalidad. Tengo dudas sobre la eficiencia o la eficacia del mecanismo, sobre 
todo para perseguir la integridad en este tema, que va más allá de un proceso de exportación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 5*. 


SEÑOR HEIJO.- El artículo 5% expresa: “La exportación de cobre o productos con cobre deberá ser 
autorizada a cuyos efectos los interesados deberán contar con el Certificado de Origen Legal emitido 
por la autoridad competente. La Dirección Nacional de Aduanas no autorizará la exportación de cobre o 
productos con cobre sin la presentación del correspondiente Certificado de Origen Legal.” 


En síntesis, a esto apuntaba el comentario del señor Senador Abreu en el sentido de que 
después de haber controlado la cadena se puede determinar que un producto que va a ser exportado 
tiene un origen legal y, por lo tanto, emitir un documento que le permita a la Aduana autorizar esa 
exportación y que inhiba la exportación de un producto cuyo origen no puede ser establecido como 
legal. A raíz del comentario del señor Senador, también debemos considerar que hay cosas que no son 
exportación. Realmente, cuando no existe un consumidor importante en el mercado nacional para el 
cobre de reciclado -la chatarra de cobre- como, por ejemplo, el fabricante de sulfato de cobre, el 
material tiene que ser procesado antes de volver a ser comercializado, sea para el uso que sea. Los 
mismos agentes económicos que hacen la recolección del cobre y la exportación tienen plantas de 
procesamiento y generan un producto que eventualmente puede ser comercializado en el mercado 
nacional. Se ha intentado producir cobre para fabricar cables pero eso tiene algunos problemas 
técnicos porque no tiene la pureza adecuada y no cumple con ciertas normas técnicas. El hecho es 
que el mercado interno siempre pasa por un agente mayor de procesamiento, que puede estar 
sometido a controles con los mismos mecanismos que la ley establece. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a considerar el artículo 6. 


SEÑOR HEIJO.- El artículo 6* dice: “El Ministerio de Industria, Energía y Minería, el Ministerio del 
Interior, la Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas, la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones, Obras Sanitarias del Estado y las Intendencias podrán disponer inspecciones a 
los locales e instalaciones a los fines de comprobar el cumplimiento de las obligaciones establecidas 
en esta ley, a cuyos efectos deberá serle exhibida la documentación que acredite la inscripción en el 
registro y las operaciones mencionadas en su artículo 4”. 


SEÑOR ABREU.- ¿Es conveniente describir en forma taxativa cuáles son los organismos autorizados 
en ese sentido? Formulo la pregunta porque podría ocurrir que esas inspecciones sean solicitadas por 
autoridades públicas o cualquier organismo y el que decide al respecto es el propio Ministerio de 
Industria, Energía y Minería. Por ejemplo, las autoridades de cualquier otro Ministerio u organismo que 
quieran hacer esto, al no estar incluidos en esta lista, podrían considerar que no pueden participar. 


En lo personal, me gustaría que la resolución sobre la inspección se tomara directamente en 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería, pero que se pudiera solicitar, sobre todo, por parte de 
organismos públicos, ya que también podría darse el caso de una solicitud de alguien del ámbito 
privado que podría pensar que en esta línea existe una comercialización lateral o informal. 


Creo que cuando nos ponemos muy taxativos corremos el riesgo de que queden afuera 
algunos organismos que deberían estar incluidos o que, en determinadas circunstancias, podrían 
estarlo. 


Considero conveniente establecer la posibilidad de que se haga el planteo ante el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería y la Unidad Ejecutora, y que esta última sea la que autorice esa 
inspección desde el Poder Ejecutivo; estamos hablando de que la decisión sea de la Unidad Ejecutora 
a cargo del control. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quizá este sea uno de los artículos que más dudas me provocan. 


Me parece bien que el Ministerio de Industria, Energía y Minería pueda disponer inspecciones, 
pero que la Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas, Antel, OSE y las 
Intendencias puedan hacerlo a los efectos de corroborar si el Registro del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería está funcionando en forma y las operaciones que tienen que estar asentadas son 
correctas, parecería generar confusión. Así como podrían ellos, también podría hacerlo cualquier 
tercero interesado en que todos estén dentro del Registro. Creo que es el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería el que debe disponer las inspecciones y que los otros organismos deberían 
solicitárselas a él, denunciando el hecho, el caso o lo que fuera. 


Esto, además, se acentúa por lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 6.*, que 
establece: “En caso de infracción procederá el decomiso de los bienes descriptos en la presente ley en 


la forma y condiciones que establezca la reglamentación”. Me pregunto: ¿quién decreta el decomiso? 
¿Es el Ministerio de Industria, Energía y Minería, el Ministerio del Interior, Antel, cualquiera de estos 
organismos, o solamente el Ministerio de Industria, Energía y Minería? 


También me pregunto quién establecerá las multas después. Creo que es claro que la 
intención es que debe establecerlas el Ministerio de Industria, Energía y Minería, por lo cual parecería 
ser que la autorizada para inspeccionar, multar y decomisar tiene que ser una sola entidad, ante la 
cual, además, el propio destinatario de estas acciones tiene el legítimo derecho a, eventualmente, 
recurrir después que suceden este tipo de cosas. 


Por otro lado, hay que tener en cuenta, en caso de infracción, quién deberá constatarla. Por 
ejemplo, puede suceder que las autoridades de una Intendencia digan: “Está en infracción. Decomiso 
todo”. Pregunto: ¿no hay que dar la vista preceptiva establecida en el Decreto N* 500? ¿No hay que 
asegurar una cierta defensa? Me parece que este artículo, no está del todo bien redactado desde el 
punto de vista del Derecho, por lo que sugeriría dar las potestades correspondientes al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, analizando normas similares que ya han sido aprobadas y que, por lo 
tanto, ya tiene. Hace poco aprobamos disposiciones de protección radiológica y otras en las que fuimos 
muy cuidadosos en este aspecto, dándole el derecho al Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
porque, obviamente, hay motivos de interés general para ello. 


En definitiva, aclararía qué organismo es el que debe proceder al decomiso; en lo personal, 
creo que debería ser el Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


SEÑOR HEIJO.- Está clara la preocupación de los señores Senadores. Aquí se establece una policía 
colectiva, por decirlo así; inclusive, desde el punto de vista de la buena administración, habría una 
superposición de funciones entre distintos organismos, por lo que tendríamos que corregir el texto. 


Esto vale también para el procedimiento de decomiso, que debería estar puntillosamente 
establecido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sucede lo mismo con el artículo 7”. 
SEÑOR HEIJO.- Exactamente, señor Presidente. Por lo tanto, vamos a ver cómo podemos mejorarlo. 


El artículo 8% introduce algunas modificaciones en el Código Penal con respecto a los hurtos 
de cable que se produzcan, considerando como agravante el hecho de que esos delitos provoquen una 
distorsión en el suministro de un servicio público. 


SEÑOR ABREU.- Más allá de la filosofía del proyecto de ley, este artículo supone una modificación del 
Código Penal totalmente separada, por lo que no sé si corresponde incluirla en una iniciativa de esta 
naturaleza. Lo digo porque si en cada una de las etapas se agregan modificaciones al Código Penal, a 
veces pueden fraccionarse demasiado las agravantes o las atenuantes. De todas maneras, queda 
como que hay una definición en materia de delito y una agravante en un proyecto de ley que tiene otro 
tipo de finalidad. 


Simplemente, quería dejar planteada esta reflexión, puesto que no sé si es importante 
establecer ese tema en este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nuestros invitados sabrán cuál es el mejor mecanismo a utilizar para este 
tema. 


SEÑOR ABREU.- Exacto. 


SEÑOR HEIJO.- El artículo 10 expresa: “La Dirección Nacional de Aduanas, dentro de los ciento 
ochenta días de vigencia de la presente ley, deberá implementar los mecanismos tendientes a 
identificar las exportaciones de cobre o productos con cobre.” 


SEÑOR BORDABERRY.- Este artículo 10 lo incluiría a continuación del artículo 52 o como un inciso 
más de esa disposición, puesto que parece como medio sacado de lugar y, además, creo que hace 
referencia, precisamente, a su inciso segundo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no entendí mal, el señor Senador Bordaberry propone que el artículo 10 
pase a ser el inciso tercero del artículo 5*. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me parece que eso es lo correcto, señor Presidente. 


SEÑOR HEIJO.- El artículo 11 establece: “Exonérase de la inscripción en el registro creado por esta 
ley a la Administración Nacional de Usinas, Transmisiones Eléctricas y a la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones y Obras Sanitarias del Estado”. Esta disposición es clara, puesto que pensamos 
que las empresas públicas no van a comercializar cobre robado. 


El artículo 12 señala: “Facúltase al Poder Ejecutivo, por razones de interés general, a 
prohibir, suspender o restringir, la exportación de cobre o productos con cobre”. 


SEÑOR ABREU.- Me parece que este artículo 12 tampoco es conveniente incluirlo en este proyecto de 
ley, porque refiere a aspectos de carácter general donde la suspensión, restricción o prohibición de 
determinados productos, entre otras cosas, puede hasta afectar algunas obligaciones que el país tiene 
desde el punto de vista de lo que queda de algunos procesos de integración, por decirlo de alguna 
manera. Al expresar “por razones de interés general” se estaría como restringiendo o estableciendo un 
cupo. Establecer que las exportaciones de cobre se suspenden o se restringen, supone restricciones 
unilaterales que se hacen al comercio, el que, a veces, tiene determinadas obligaciones que cumplir en 
lo que son los accesos al mercado que emanan de acuerdos celebrados. Aclaro que no me gusta 
mucho que esto quede establecido ni de un lado ni del otro, así como tampoco que un Poder Ejecutivo 
pueda tomar restricciones de esta naturaleza. 


SEÑOR BORDABERRY.- Apoyado. 


SEÑORA DALMÁS.- Pido disculpas porque voy a retrotraerme a otro artículo que se analizó 
anteriormente, concretamente, del que se dijo que era como hacer una reforma del Código Penal. 


Creo que el tema del hurto de cables tiene un carácter tan específico que, como decía el 
señor Senador Abreu, estaríamos haciendo una reforma del Código Penal y el artículo debería estar 
incluido en algo más integral y abarcativo. En general, esto pasa por los grandes problemas que hay a 
nivel de la seguridad pública, de la minoridad y demás; y, si bien estos grandes temas son analizados, 
nunca se los considera específicamente. Sin embargo, y a pesar del bajo porcentaje que se detecta, no 
estoy de acuerdo con que este asunto tenga un perjuicio residual porque un corte en un troncal 
importante de Antel para hurtar el cobre puede provocar la interrupción del servicio, inclusive, hasta por 
dos semanas. Imaginen las pérdidas que esto significa tanto para el organismo de telecomunicaciones 
como para la gente que trabaja con el servicio. Tengo el temor, como ha ocurrido en otras legislaturas 
en base al mismo argumento -por lo menos, en la pasada-, de que la posibilidad de hacer un agregado 
que pueda reprimir estas acciones quede perdida en una especificidad que nunca se aborda dentro de 
la gran reforma del Código Penal. 


SEÑOR BORDABERRY.- No quise entrar al contenido de este artículo porque, obviamente, se estaba 
dejando de lado, pero siguiendo la línea de razonamiento de la señora Senadora Dalmás, creo que 
esta hipótesis que se está planteando como agravante ya está prevista en el Código Penal. El numeral 
seis del artículo 341 establece como circunstancia agravante la de que el delito se cometiera sobre 
cosas existentes en establecimientos públicos o, entre otras cosas, “destinadas al servicio público”. Por 
ende, parecería redundante prever la circunstancia de “cuando como consecuencia del hurto se 
produjere un corte en el suministro del servicio público afectado”, porque si determinado servicio 
público se ve afectado, obviamente, el hurto tuvo lugar sobre algo perteneciente a ese servicio público. 
Por tanto, al parecer, esta circunstancia ya está contemplada dentro del carácter genérico del numeral 
seis del artículo 341. De pronto, el abogado del Ministerio puede ver esto, porque si hay algo destinado 


a un servicio público y se produce un corte en el suministro, evidentemente, lo que se afectó es lo que 
está destinado a ese servicio público. 


SEÑORA DALMÁS.- La otra observación que quería hacer se relaciona con el artículo 12, al que se 
refirió el señor Senador Abreu. En mi opinión, es pertinente que el Poder Ejecutivo tenga esa facultad, 
en virtud de lo que hemos venido discutiendo en torno a este tema en particular. Puede haber una 
situación de emergencia en la que sea pertinente utilizarla y el Poder Ejecutivo tiene una visión integral 
de la situación del país y de los compromisos que tiene. Seguramente, si toma una decisión de esa 
naturaleza, lo hará por una cuestión de emergencia y no vulnerando alguno de los acuerdos que el 
país tenga que honrar. 


Por lo tanto, entendería si se dijera que cada situación en particular debería ser considerada 
por el Parlamento, pero no me parece conveniente correr ese riesgo. Imagino que cualquier Poder 
Ejecutivo tiene una noción de los compromisos que su país ha adquirido; entonces, cualquiera sea su 
signo, va a estar atento a ese tema. Todo esto está referido y muy relacionado con la situación que se 
está intentando cambiar, reprimiendo esta posibilidad que tanto perjuicio ha ocasionado, y puedo dar fe 
de ello porque lo he visto en la práctica. Además, puede tornarse grave porque se trata de algo muy 
accesible que puede cambiarse por dinero muy rápidamente, sobre todo teniendo en cuenta las 
circunstancias que estamos viviendo. 


SEÑOR HEIJO.- El artículo 13 establece: “El Ministerio de Industria, Energía y Minería determinará, 
dentro de su ámbito de competencia, la unidad encargada de la aplicación de la presente ley”. El 
artículo 14 dice: “La presente ley entrará en vigencia a partir de los diez días contados desde su 
reglamentación por el Poder Ejecutivo la que deberá dictarse en el plazo de 90 días a contar desde la 
promulgación de la presente ley”. Y, por último, el artículo 15 establece: “Comuníquese, etc”. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Cómo tiene planificado el Ministerio de Industria, Energía y Minería 
financiar este Registro? 


Creo que en esta Comisión, en el pasado, hemos hablado de las tasas; menciono un ejemplo 
típico: la tasa registral. Quisiera saber si se ha previsto algún tipo de financiamiento, esto es, si se ha 
pensado en cómo se va a financiar el Registro, o si solamente se atenderá con los recursos generales 
del Ministerio. Normalmente los registros y las inscripciones llevan una tasa registral que guarda 
relación con el servicio que se brinda. De repente, el costo es muy menor y no se estima un gran gasto. 


SEÑOR HEIJO.- Creo que no es necesario establecer ninguna fuente de recurso adicional, porque con 
los medios informáticos con que contamos hoy en día y con el acceso a Internet que pueden tener los 
usuarios para registrarse, es posible hacer el proceso de registro, llevarlo adelante. Lo único que se 
necesita es una inversión inicial para tener sistemas informáticos adecuados; luego, habría muy poco 
costo operativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quiere hacer la siguiente propuesta. El señor Senador Abreu 
quiere solicitar una asistencia adicional, probablemente de carácter jurídico. 


SEÑOR ABREU.- Me gustaría que se invitara al Ministerio del Interior. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No hay ningún problema, señor Senador. 


La Presidencia propone, entonces, que se coordine esa asistencia adicional para el próximo 
miércoles y también la presencia de los representantes del Ministerio de Industria, Energía y Minería, a 
quienes les pedimos que nos alcancen las modificaciones que esa Cartera entienda conveniente 
presentar, a fin de considerar el proyecto de ley y, de ser posible, aprobarlo. 


Consulto a los señores Senadores si están de acuerdo con esta propuesta. 


(Apoyados.) 


-La Comisión agradece la presencia del ingeniero José Luis Heijo, Director de la División de 
Aplicación de Regímenes Industriales, y del Consultor, ingeniero Alejandro Vieira. 


(Se retiran de Sala los representantes del Ministerio de Industria, Energía y Minería.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Carpeta N* 1001/2012. Telecomunicaciones. Se establece un marco regulatorio general. 
Proyecto de ley, con exposición de motivos, presentado por los señores Senadores Tabaré Viera y José 
Amorín (Distribuido N* 1688/2012). 


El señor Presidente de Electroingeniería S.A, ingeniero Osvaldo Acosta, solicita audiencia 
con la Comisión a efectos de exponer y destacar aspectos institucionales de la empresa y respecto al 
recurso presentado a la licitación por la contratación de la Central Eléctrica de Ciclo Combinado de 
Punta del Tigre”. 


-Se pasa a considerar el tercer punto del Orden del Día, correspondiente al proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes, relativo a la designación de la Plaza de Deportes N* 1 de 
la ciudad de Minas, departamento de Lavalleja, con el nombre de “Profesor Fernando Esteves”. 


Antes de continuar, quisiera saber por qué se ha enviado este proyecto de ley a nuestra 
consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Se envía aquí porque esta es la Comisión de Industria, Energía, Comercio, 
Turismo y Servicios. La Comisión de Educación y Cultura antes también se ocupaba de los deportes, 
pero ahora eso le corresponde a esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco al Senador Bordaberry por la información brindada. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Corresponde designar miembro informante. 
SEÑOR MARTÍNEZ.- Propongo al señor Senador Bordaberry. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 
No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 20 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


